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«El juicio de legalidad se relaciona con el proceso de formación de la prueba,
con las normas que regulan la manera legítima de producir e incorporar la
prueba al proceso, con el principio de legalidad en materia probatoria y la
observancia de los presupuestos y las formalidades exigidas para cada
medio.

El error por falso juicio de legalidad "gira alrededor de la validez jurídica de
la prueba, o lo que es igual, de su existencia jurídica (concepto que no debe
ser equiparado con el de existencia material), y suele manifestarse de dos
maneras: a) cuando el juzgador, al apreciar una determina prueba, le otorga
validez jurídica porque considera que cumple las exigencias formales de
producción, sin llenarlas (aspecto positivo); y, b) cuando se la niega, porque
considera que no las reúne, cumpliéndolas (aspecto negativo)." (Sentencia
del 27 de febrero de 2001, radicación 15.402. M.P. Dr. Fernando Arboleda
Ripoll).

Para la postulación de este tipo de error no es suficiente indicar el precepto
procesal que establece la ritualidad indispensable para el decreto, práctica,
aducción o formación de la prueba, sino que de ahí se debe trascender hasta
conectar aquella falencia, de causa a efecto, o de medio a fin, con la
vulneración de una norma de contenido sustancial, en atención a que el
debido proceso que estatuye el artículo 29 de la Constitución Política no es
un fin en sí mismo, sino que tiene como finalidad garantizar los derechos
materiales de las personas, de suerte que es la violación de la ley sustancial
la que eventualmente podría erigirse en causal de casación.

[...]

En casos como el presente, donde se denuncia que el Tribunal Superior dejó
de apreciar una prueba que sí podía valorarse por ser esencialmente legal,
aunque en su producción se hubiese cometido un error insignificante, para
el correcto planteamiento de ese defecto in judicando en el marco del recurso
extraordinario de casación, el censor tiene que cumplir imprescindiblemente
ciertos requisitos:



En primer lugar, debe confrontar el procedimiento real utilizado en el caso
concreto para la aducción (decreto, práctica o producción) de la prueba
sobre la que hace recaer el yerro, con las exigencias normativas sobre la
misma, para de ese modo verificar objetivamente la diferencia entre la
manera cómo se produjo el medio de convicción y las formas exigidas en ley
que reglamenta la materia.

A continuación se debe demostrar, a través de argumentos racionales, que
el defecto en la aducción de la prueba no era esencial, por no interferir
negativamente en contra de algún derecho o garantía fundamental de los
sujetos procesales; por lo cual, pese a su constatación objetiva, el yerro no
tenía la entidad para invalidar o comprometer la existencia jurídica de la
prueba.

Es necesario también, siguiendo la secuencia lógica, demostrar que el
Tribunal Superior cometió un error al aplicar la regla de exclusión sobre
dicha prueba, porque tal consecuencia sólo es condigna a aquellos eventos
donde se constata la vulneración del debido proceso, en cuanto el
incumplimiento de las disposiciones que contienen el principio de legalidad
en materia probatoria hubiese conllevado indefectiblemente la violación de
los derechos fundamentales de los sujetos procesales.

De ahí, debe avanzarse hasta verificar la trascendencia del yerro en que
incurrió el juzgador, lo cual se cumple demostrando que de haberse
apreciado la prueba indebidamente excluida, las declaraciones de la
sentencia serían diferentes.

Sin embargo, en tratándose del error de hecho por falso juicio de legalidad,
la estructuración de la censura en punto de la trascendencia no se cumple
con la simple denuncia o advertimiento del error, ni con la opinión que al
respecto tenga el libelista; de una parte, porque no es en el error en sí mismo
considerado donde radica el motivo casacional, sino en la incidencia e
importancia del mismo con relación al resto del acopio probatorio; y de otra,
porque de bastar la mención del yerro el recurso extraordinario no distaría
en mucho de un alegato de instancia.

La demostración de la trascendencia del yerro atribuido al Ad-quem
comporta la obligación de enseñar a la Corte que si tal falencia no se hubiese
presentado, entonces el sentido del fallo sería distinto; y para ello es preciso
demostrar que si la prueba defectuosamente valorada se hubiese apreciado
en forma correcta, las restantes pruebas sopesadas por el Tribunal tenían
la entidad jurídica necesaria y suficiente para mover hacia la convicción que
pretende el casacionista».


